	Fecha
	15 de abril de 1925
	Sesión número
	26

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Tomás Guido

	Recurrido: Agente Principal de Policía de Puntarenas

	Objeto del recurso: El recurrente reclama que se le tiene detenido para descontar una pena ya prescrita.

	Respuesta del recurrido: Al recurrente se le impuso pena por amenazas. 

	Parte dispositiva
	Con lugar (la pena está prescrita). Los Magistrados Guardia y Vargas Pacheco ponen nota. El Magistrado Guzmán salva el voto y declara sin lugar el recurso.


N° 26
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las tres y cuarenta y cinco minutos de la tarde del quince de abril de mil novecientos veinticinco, con asistencia de los señores Magistrados: Oreamuno (Presidente), Trejos, Dávila, Vargas Pacheco, Guardia, Serrano, Solórzano, Álvarez, Guzmán, Castro y Fernández.
Artículo I
TOMÁS GUIDO de único apellido interpone recurso de Hábeas Corpus de la detención que lo hace sufrir desde el tres del corriente mes el Agente Principal de Policía de Puntarenas, fundado en que esa restricción de su libertad es ilegal por las siguientes razones:

1°) Porque la detención tiene como base una sentencia dictada en el mes de setiembre último contra el recurrente por amenazas en daño de José Obando Sirias, sentencia que fue dictada en momentos en que estaba prescrita la acción penal, ya se aplique la regla del artículo 59, inciso 2° del Código Penal vigente, o ya la del artículo 117 en relación con los artículos 113, inciso 6°, y 114 del Código Penal de 1880.

2°) Porque en lo penal las leyes tienen efecto retroactivo y de acuerdo con las disposiciones del Código Penal vigente el hecho que se le imputa no tiene sanción, de suerte que no es punible, siguiendo la regla del artículo 1° del referido Código, debido a que la amenaza de atentado no se castiga sino cuando es inmediata a un acto de ejecución, ora sea con arma de fuego, ora sea con arma blanca (artículo 548, inciso 6°, y 546°, inciso 1°, del Código Penal). Y,

3°) Porque se le causó indefensión, al tenerlo por rebelde sin habérsele notificado debidamente con arreglo a la ley, y al considerarse como bien hecha la notificación del fallo que lo privó del derecho de apelar, siendo así que esa notificación no está refrendada por el Secretario de la Agencia de Policía o por dos testigos en su defecto.

El Agente Principal de Policía de la ciudad de Puntarenas informa que por resolución firme de las tres y media de la tarde del nueve de setiembre último, el recurrente fue condenado a sufrir dos meses y un día de reclusión por amenazas contra José Obando Sirias, resolución que le fue notificada por el Agente Principal de Policía de Lepanto. Que en virtud de esa sentencia fue reducido a prisión el recurrente. Del expediente respectivo aparece: que por escrito de doce de febrero del año próximo pasado, el señor José Obando Sirias presentó acusación ante el Gobernador de la Provincia de Puntarenas contra Tomás Guido de único apellido, por amenazas de muerte proferidas por éste en enero de este año en perjuicio de aquel, cargo que se probó en el expediente levantado con las declaraciones de los testigos Edmundo Ruiz Borge y Lucas Briones. Declarado rebelde el acusado Guido, se pronunció sentencia en su contra por el Agente Principal de Policía de Puntarenas a las tres y media de la tarde del nueve de setiembre último, condenándolo a sufrir la pena de dos meses y un día de reclusión descontable en la cárcel de Puntarenas. Esa resolución le fue notificada al reo por el Agente Principal de Policía de Lepanto a las quince horas del diecinueve de setiembre citado. Previa la discusión del caso, se resolvió por mayoría declarar con lugar el recurso de que se ha hecho mérito, por estar prescrita la pena impuesta en virtud del tiempo transcurrido, ya se considere el caso de acuerdo con el artículo 117 del Código Penal de 1880, o bien con el inciso 2° del artículo 59 en relación con el 562 cuadro III y 225 del Código Penal vigente.
El Magistrado Guardia manifestó que él había estimado en un caso semejante (sesión extraordinaria de las dos y treinta de la tarde del veintiséis de setiembre de mil novecientos veinticuatro) que la Corte Plena no tiene competencia para rever una sentencia firme, aunque ella sea dictada por un Agente de Policía, pues tal sentencia causa ejecutoria según lo dispone el artículo 691 del Código de Procedimientos Penales; que en el presente no hubo sentencia de segunda instancia, pero la de primera le fue notificada personalmente al reo, quien no apeló, por lo que se hizo ejecutoria; que la competencia para rever la tiene el Tribunal de Casación y no la Corte Plena (artículo 639 Código citado); que si bien el Agente de Policía sentenciador impuso la pena de reclusión para castigar una falta con infracción del artículo 22 del Código Penal de 1880, la Corte Plena no podría enmendar ese yerro; que, no obstante lo expuesto, su voto era favorable al recurso por la especial circunstancia de hallarse prescrita la pena cuando se intentó ejecutar el fallo, reduciendo indebidamente a prisión al reo.
El Magistrado Vargas Pacheco fundó su voto en pro del recurso en que la pena de reclusión impuesta por el Agente Principal de Policía, no es pena reconocida por la ley para faltas (inciso 5°, artículo 8°, Ley vigente de Hábeas Corpus).

El Magistrado Guzmán votó en contra del recurso, fundado en que el Hábeas Corpus sólo es ejercitable en los casos en que el detenido ha hecho uso de todos los recursos ordinarios que quepan contra la resolución que lo agravie, y en que el señor Guido ni apeló la sentencia dictada por el Agente Principal de Policía de Puntarenas, ni ha pedido siquiera que esta autoridad declare prescrita la pena; y porque, además, si la que se le impuso no es la legalmente aplicable, tan sólo por vía de gracia puede obtener la remisión de su castigo y la consiguiente libertad.
